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SE NTE NC IA  
 
En San Juan, Puerto Rico, a 7 de julio de 2017. 

Los apelantes, la señora Michelle Vélez y el señor Roberto 

Davis, por sí y en representación de su hijo menor de edad Robert 

Emanuel Davis Vélez, comparecen ante nos y solicitan nuestra 

intervención para revisar la Sentencia en Reconsideración emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Carolina, el 9 de 

marzo de 2017, notificada a las partes de epígrafe el 13 de marzo 

de 2017. Mediante la misma, el foro primario desestimó con 

perjuicio una demanda sobre daños y perjuicios presentada por los 

apelantes contra los aquí co-apelados, el Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico (E.L.A.); Hon. César Miranda Rodríguez, Secretario de 

Justicia; Hospital Universitario de la U.P.R. Dr. Federico Trilla 

(Hospital U.P.R.); Centro Médico de Río Piedras (Centro Médico); 

Departamento de Educación; Departamento de Salud y sus 

respectivas Compañías Aseguradoras XYZ.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos parcialmente la sentencia apelada y ordenamos el 
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archivo administrativo del presente caso en cuanto al E.L.A., el 

Departamento de Educación y el Departamento de Salud.  

I 

 El 3 de mayo de 2016, los apelantes presentaron ante el 

Tribunal de Primera Instancia una demanda sobre daños y 

perjuicios contra la parte apelada. En la misma, alegaron que el 17 

de febrero 2015 el menor Robert Emanuel Davis Vélez sufrió una 

caída en los predios de Escuela Pascasio Sancerrit. 

Específicamente, arguyeron que mientras el menor jugaba, sin la 

adecuada supervisión, se cayó sobre los vidrios de una botella de 

cristal rota, ocasionándole una profunda cortadura en su mano. El 

menor requirió tratamiento médico urgente, razón por la que fue 

llevado al Hospital U.P.R. Los apelantes sostuvieron que el hospital 

fue negligente en el tratamiento de la herida del menor, la cual 

continuó sangrando profusamente luego de varias intervenciones 

médicas. En consecuencia, el menor tuvo que ser trasladado al 

Centro Médico, lugar donde también alegaron fueron negligentes 

en el tratamiento médico.  

 Por su parte, el E.L.A. presentó una moción de 

desestimación el 1 de julio de 2016. En lo pertinente, solicitó la 

desestimación del pleito en su contra, tras argüir que el Hospital 

U.P.R. y el Centro Médico tenían personalidad jurídica propia, por 

lo que no requerían que la misma fuese suplida por el Estado. En 

vista de lo anterior, el E.L.A. argumentó que no respondía por los 

alegados hechos ocurridos en el Hospital U.P.R. ni en el Centro 

Médico. 

 Luego de que los apelantes presentaran su respectiva 

oposición, el foro primario dictó una sentencia parcial el 29 de 

agosto de 2016, notificada el 31 de agosto de 2016, mediante la 

cual ordenó la desestimación con perjuicio de la demanda contra el 

Hospital U.P.R. y el Centro Médico. En cuanto a la reclamación 



 
 

 
KLAN201700688    

 

3 

contra el Departamento de Salud, el Tribunal de Primera Instancia 

resolvió que también procedía su desestimación, dado que 

concluyó éste no respondía de forma alguna por el tratamiento 

médico del menor. No obstante, el tribunal a quo mantuvo la 

acción instada contra el Departamento de Educación por los 

alegados hechos ocurridos en los predios de la escuela pública.  

 Así las cosas, el Estado presentó una moción de 

reconsideración el 14 de septiembre de 2015. En la petición 

argumentó que procedía la desestimación de la demanda contra el 

Departamento de Educación. En síntesis, arguyó que los apelantes 

habían incumplido con las exigencias de la Regla 4.4(g) de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.4(g).1 Específicamente, 

esbozó que al amparo de la Regla 4.4(g), supra, los apelantes 

tenían que haber diligenciado los emplazamientos del 

Departamento de Educación a través del jefe ejecutivo de dicha 

instrumentalidad, así como debieron haber remitido copia de la 

demanda y el emplazamiento al Secretario de Justicia. Tras 

manifestar que no se cumplió con tal requerimiento, el E.L.A. 

solicitó al foro primario a que desestimara la demanda contra el 

Departamento de Educación, por no haber adquirido jurisdicción 

sobre su persona.  

 Por otro lado, los apelantes presentaron su respectiva 

moción de reconsideración el 15 de septiembre de 2016. En la 

misma, solicitaron al foro primario a que reevaluara su 

determinación a los efectos de que el E.L.A. no respondía por los 

hechos ocurridos con relación al tratamiento del menor en el 

Hospital U.P.R. y en el Centro Médico.  

                                                 
1 Cabe destacar que, a través de todos los documentos que se han presentado en el 

caso de marras, tanto las partes como el tribunal apelado, han hecho referencia 

erróneamente a la derogada Regla 4.4 (g) de las de Procedimiento Civil de 1979, 

32 LPRA Ap. III, R. 4.4 (g). Sabido es que mediante la Ley Núm. 220-2009, las 

referidas Reglas fueron derogadas por las Reglas de Procedimiento Civil de 2009, 
las cuales comenzaron a regir a partir del 1 de julio de 2010 y, por consiguiente, 

son de aplicación en el caso de epígrafe.  
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 El Tribunal de Primera Instancia, notificó una resolución el 

27 de septiembre de 2016 mediante la cual denegó la moción de 

reconsideración presentada por los apelantes. En esa misma fecha, 

el foro primario concedió quince (15) días a los apelantes para que 

se expresaran en torno a la moción de reconsideración presentada 

por la parte apelada. Los apelantes cumplieron con el mandato y 

presentaron la correspondiente oposición. Sin embargo, y sin 

haber el Tribunal de Primera Instancia resuelto la reconsideración 

presentada por la parte apelada, los apelantes presentaron el 23 de 

noviembre de 2016 un recurso de apelación ante esta segunda 

instancia judicial, mediante el cual solicitaron la revocación de la 

sentencia parcial dictada el 29 de agosto de 2016.2 Dicho recurso 

fue desestimado por un panel hermano de este Tribunal por falta 

de jurisdicción, toda vez que el foro primario todavía no había 

resuelto la moción de reconsideración presentada por la parte 

apelada, haciendo prematuro el recurso. Así las cosas, y devuelto 

el caso al foro de primera de instancia, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió una Sentencia en Reconsideración el 9 de marzo de 

2017, notificada a las partes el 13 de marzo de 2017. En la misma, 

el foro primario acogió los planteamientos esbozados por el Estado 

en su moción de reconsideración presentada el 14 de septiembre 

de 2016. En consecuencia, el tribunal a quo desestimó con perjuicio 

la restante causa de acción contra el Departamento de Educación. 

El Juzgador concluyó que los apelantes no habían diligenciado el 

emplazamiento de la demanda contra dicha entidad de 

conformidad con la Regla 4.4 de las de Procedimiento Civil, supra. 

Por consiguiente, el foro primario expresó que nunca adquirió 

jurisdicción sobre el Departamento de Educación. Asimismo, el 

foro apelado expresó que de conformidad con la Regla 4.3(b) de las 

de Procedimiento Civil, 31 LPRA Ap. III, R. 4.3(b), el término 

                                                 
2 Véase, KLAN201601726. 
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original de seis (6) meses que tenían los apelantes para diligenciar 

correctamente los emplazamientos en cuestión había transcurrido, 

por lo que igualmente procedía la desestimación con perjuicio.3 Al 

así resolver, la Sentencia en Reconsideración implicó la 

desestimación de todas las reclamaciones presentadas por los 

apelantes contra la parte apelada y el resto de los co-demandados.  

 Inconformes, el 19 de mayo de 2017, los apelantes 

comparecieron ante nos mediante el presente recurso de apelación. 

En el mismo formulan los siguientes planteamientos:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar con perjuicio las reclamaciones de la parte 

demandante, ya que los términos prescriptivos 
relacionados a la notificación y emplazamiento al 

Estado Libre Asociado [de Puerto Rico] y sus 
instrumentalidades no le aplican al menor de edad.  
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar con perjuicio las reclamaciones de la parte 
demandante ya que el Departamento de Educación fue 

debidamente emplazado a través del Secretario de 
Educación.  

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar con perjuicio las reclamaciones de la parte 

demandante relacionada[s] con el tratamiento médico 
que posteriormente recibió dicho menor en la sala de 
emergencia. Co-causante solidario.  

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

desestimar con perjuicio las reclamaciones de la parte 
demandante sin indicar en su sentencia qué hechos 
tomó como ciertos y bien probados en la demanda.  

                                                 
3 Inexplicablemente, el foro primario hizo referencia a la derogada Regla 4.3(b) 

de las de Procedimiento Civil de 1979, 32 LPRA Ap. III, R. 4.3(b). Según 

apuntamos, dicho cuerpo de reglas fue derogado por las Reglas de 
Procedimiento Civil de 2009. En lo pertinente, y bajo las vigentes Reglas de 

Procedimiento Civil, el término para diligenciar los emplazamientos se encuentra 

en la Regla 4.3(c), donde se dispone:  

 

 El emplazamiento será diligenciado en el término de 

ciento veinte (120) días a partir de la presentación de la 

demanda o la fecha de expedición del emplazamiento por edicto. 
El Secretario o Secretaria deberá expedir los emplazamientos el 

mismo día en que se presenta la demanda. Si el Secretario o 

Secretaria no los expide el mismo día, el tiempo que demore será 

el mismo tiempo adicional que los tribunales otorgarán para 

diligenciar los emplazamientos una vez la parte demandante haya 
presentado de forma oportuna una solicitud de prórroga. 

Transcurrido dicho término sin que se haya diligenciado el 

emplazamiento, el Tribunal deberá dictar sentencia 

decretando la desestimación y archivo sin perjuicio. Una 

subsiguiente desestimación y archivo por incumplimiento con el 

término aquí dispuesto tendrá el efecto de una adjudicación en 
los méritos. 32 LPRA Ap. V, R. 4.3(c). (Énfasis nuestro).  
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 Por su parte, el Estado presentó su respectivo alegato el 12 

de junio de 2017. Junto al mismo, también incluyó una moción 

mediante la cual avisó a este Tribunal sobre la paralización de los 

procedimientos debido a la petición de quiebra presentada por el 

E.L.A. el 3 de mayo de 2017 ante el Tribunal de Distrito de Puerto 

Rico, al amparo del Título III del Puerto Rico Oversight, 

Management and Economic Stability Act (PROMESA), 48 USC sec. 

2101, et. seq.  

 Luego de examinar el expediente de autos, y con el beneficio 

de la comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en 

posición de disponer del asunto que nos ocupa. 

II 

A 

 La prescripción extintiva constituye una institución propia 

del derecho civil en materia sustantiva la cual está intrínsecamente 

atada al ejercicio del derecho que se pretende vindicar. Maldonado 

Rivera v. Suárez, 195 DPR 182 (2016); Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 

308 (2004); Campos v. Cía Fom. Ind., 153 DPR 137 (2001); Olmo v. 

Young & Rubicam of P.R., Inc., 110 DPR 740 (1981).  Nuestro 

ordenamiento jurídico reconoce que su aplicación es cónsona al 

principio de celeridad, por lo que responde al ideal de un sistema 

de adjudicación expedito.  La prescripción pretende estimular el 

pronto ejercicio de las acciones, evitando de este modo, la 

incertidumbre en las relaciones jurídicas. De igual forma, la 

prescripción sirve para castigar la desidia del titular de 

determinado derecho al no reclamar oportunamente su 

vindicación.  Así pues, esta figura pretende evitar la extensión 

indefinida e innecesaria de la protección del poder público, dando 

paso a que opere una presunción legal de abandono, cuando el 

término legal dispuesto para una acción en específico transcurra 

sin que medie gestión alguna de su acreedor. Maldonado Rivera v. 
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Suárez, supra, pág. 192-193; González v. Wal-mart, 147 DPR 215 

(1998); Galib Frangie v. El Vocero de P.R., 138 DPR 560 (1995); M. 

Albaladejo, Derecho Civil, Barcelona, Ed. Bosch, 1989, T. I, Vol. 2, 

pág. 496.     

 En reiteradas ocasiones, la doctrina ha reconocido que la 

prescripción tiene como fundamento evitar ciertas consecuencias 

procesales que podrían incidir en la correcta tramitación de un 

pleito.  A estos efectos, los estatutos prescriptivos pretenden evadir 

los resultados inevitables del transcurso del tiempo, a saber, la 

pérdida de evidencia, la vaguedad en el recuerdo y la dificultad 

para encontrar testigos, fomentando así la estabilidad en las 

relaciones jurídicas. Campos v. Cía Fom. Ind., supra; Culebra 

Enterprises Corp. v. E.L.A., 127 DPR 943 (1991).  Por tanto, 

mientras más cerca de su origen se entablen las reclamaciones, 

más se asegura que el esclarecimiento de la verdad no se vea 

mancillado por la confusión o el olvido que produce el paso de los 

días.  Campos v. Cía Fom, Ind., supra.     

 Por su parte, el Artículo 1868 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5298, dispone que las acciones para exigir responsabilidad civil 

por las obligaciones extracontractuales derivadas de la culpa o la 

negligencia, prescriben por el transcurso de un año.  Cónsono con 

la teoría cognitiva del daño, este plazo comienza a decursar desde 

el momento en que el agraviado conoce del daño y su causante, 

momento desde el cual puede ejercitar su acción.  San Juan v. 

Bosque Real S.E., 158 DPR 743 (2003).     

 Como corolario de lo anterior, nuestro ordenamiento 

reconoce que se hace preciso contar con todos los elementos 

necesarios para presentar la correspondiente reclamación judicial, 

siempre que el interesado, de buena fe y no por falta de diligencia 

atribuible a su persona, desconozca que tiene derecho a hacerla 

valer.  Allende Pérez v. García, 150 DPR 892 (2000); Vega v. J. 
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Pérez & Cía. Inc., 135 DPR 746 (1994).  De este modo, quien afirme 

que la ocurrencia del daño data de una fecha distinta a aquélla en 

la que se produjo el acto culposo o negligente que lo causó, está 

obligado a demostrar el momento en el que efectivamente advino a 

su conocimiento.  Rivera Encarnación v. E.L.A., 113 DPR 383 

(1982). 

 De otro lado y pertinente a la presente causa, el Artículo 40 

del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, 32 LPRA sec. 254, 

establece que, durante la minoridad, no corre la prescripción. 

Rodríguez Avilés v. Rodríguez Beruff, 117 DPR 616, 623-625 

(1986).  De conformidad con nuestro ordenamiento jurídico la 

minoridad constituye una de las restricciones a la capacidad de 

obrar. Artículo 25 del Código Civil, 31 LPRA sec. 82.  Por ello, el 

término prescriptivo de la causa de acción se suspende durante 

todo el periodo de incapacidad del menor. Esto aplica a las 

acciones heredadas por el menor, así como a las personales. Rivera 

Serrano v. Mun. de Guaynabo, 191 DPR  679, 689 (2014); 

Rodríguez Avilés v. Rodríguez Beruff, supra; De Jesús v. Chardón, 

116 DPR 238, 253-254 (1985). Esta excepción a la norma general 

obedece al propósito de proteger a los menores e incapacitados 

contra posible negligencia del padre o tutor. De este modo, aunque 

el padre o tutor haya iniciado una reclamación en representación 

de un menor de edad, el término prescriptivo no corre contra éste 

mientras no alcance la mayoría de edad. Márquez v. Tribunal 

Superior, 85 DPR 559, 563 (1962).   

B 

 El 30 de junio de 2016 comenzó en vigor la ley denominada 

Puerto Rico Oversight, Management, and Econonomic Stability Act 

(PROMESA), supra. En lo pertinente, la referida legislación busca 

brindar al Estado Libre Asociado de Puerto Rico y sus agencias e 

instrumentalidades acceso a los procesos judiciales de 
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reestructuración de deuda. Véase, R. Emanuelli Jiménez, 

PROMESA, 1ra ed., Puerto Rico, Ed. SITUM, 2017, pág. 48. 

Específicamente, el Título III de PROMESA permite que ciertas 

entidades del Gobierno de Puerto Rico (denominadas covered 

entities) puedan hacer una petición de quiebra por conducto de la 

Junta de Supervisión Fiscal (Financial Oversight and Management 

Board). Entre las entidades cubiertas bajo PROMESA se encuentra 

el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, la Administración de 

Servicios Médicos (ASEM) y la Universidad de Puerto Rico, junto a 

sus respectivos componentes.4 

 La Sección 301 de PROMESA, 48 USC sec. 2161, incorpora a 

dicha ley las disposiciones referentes a las paralizaciones 

automáticas (automatic stays) bajo el Código de Quiebras de los 

Estados Unidos, según recogidas en 11 USC secs. 362(a) y 922(a). 

Al amparo de las referidas secciones, una vez alguna de estas 

entidades cubiertas hace su petición de quiebra ante el Tribunal de 

los Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico, se activa una 

paralización sobre todas las acciones civiles, administrativas o de 

otra índole que se intenten iniciar o se hayan iniciado contra la 

entidad con anterioridad a la fecha de petición de quiebra. Dicha 

paralización beneficia únicamente a la entidad que presentó la 

solicitud de quiebra (debtor), salvo que el Tribunal de Distrito 

entienda prudente extender la protección a otros co-demandados 

(nondebtors) en el pleito. 3 Collier on Bankruptcy Sec. 362.03(3)(d) 

(2017).5 

 La paralización automática de los procedimientos es una de 

las protecciones más fundamentales que las leyes de quiebra 

                                                 
4 Financial Oversight and Management Board. Covered Entities, 
https://juntasupervision.pr.gov/wp-content/uploads/wpfd/50/58345e7a9bd5a. 

pdf (última visita, 26 de junio de 2017).  
5 “The stay of litigation does not protect nondebtor parties who may be subjected 

to litigation for transactions or events involving the debtor. Thus, for example, a 
suit against a codefendant is not automatically stayed by the debtor’s 

bankruptcy filing”.  
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conceden a un deudor. Collier on Bankruptcy, op. cit., n.6. Así 

pues, sus efectos se prolongan a lo largo de todo el procedimiento 

de quiebra, desde la presentación de la petición hasta que recae la 

sentencia final. Marrero Rosado v. Marrero Rosado 178 DPR 476, 

491 (2010). De igual modo, tampoco se requiere de una 

notificación formal para que esta surta efecto. Id.; Jamo v. 

Katahdin Fed. Credit Union, 283 F.3d 392, 398 (1er Cir. 2002). 

Inclusive, la paralización automática es tan abarcadora que 

paraliza litigios que tienen poco o nada que ver con la 

situación financiera del deudor. Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 

supra.  

El 3 de mayo de 2017, el E.L.A. presentó una Petición de 

Quiebra ante el Tribunal de Distrito de Puerto Rico al amparo del 

Título III de PROMESA, supra.6 Consecuentemente, se activó una 

paralización a partir de la referida fecha sobre todos los 

procedimientos y causas de acción que surgieron con anterioridad 

al 3 de mayo de 2017 en lo que respecta al E.L.A. y todas las 

agencias y departamentos por los que éste tenga que responder. 

Como se conoce, tanto el Departamento de Educación como el 

Departamento de Salud son entidades sin personalidad jurídica, 

cuyas capacidades para demandar y ser demandadas son suplidas 

por el E.L.A. Véase, Fred Reyes v. E.L.A, 150 DPR 599, 606-607 

(2000).  

III 

 La causa de acción que nos ocupa surgió con anterioridad al 

3 de mayo de 2017. A tenor con el derecho reseñado, resulta 

forzoso concluir que el recurso de apelación presentado por los 

apelantes quedó paralizado con respecto a los co-apelados E.L.A, el 

Departamento de Educación y el Departamento de Salud a partir 

                                                 
6 Véase, In re: The Financial Oversight and Management Board for Puerto Rico, as 
representatives of the Commonwealth of Puerto Rico, et. al, Caso Núm.: 17 BK 

3283-LTS.  
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del 3 de mayo de 2017, fecha en la que éste primero presentó la 

Petición de Quiebra ante el Tribunal de Distrito de Puerto Rico. 

Consecuentemente, corresponde al referido Foro determinar, a 

instancia de las partes o motu proprio, la posibilidad de modificar 

la paralización para permitir la continuación de los procedimientos 

respecto a dichas partes.  

 Sin embargo, en lo pertinente a la causa de acción contra el 

Hospital U.P.R. y el Centro Médico, si bien es cierto que ambas 

entidades están incluidas en el listado de entidades cubiertas bajo 

PROMESA, al momento ninguna de las dos ha presentado una 

petición de quiebra ante el Tribunal de Distrito de Puerto Rico.7  

Por tal razón, la protección de la paralización automática de los 

procedimientos aún no se ha activado con respecto al Hospital 

U.P.R. y el Centro Médico.  

 Aclarado lo anterior, y ante el hecho de que los 

procedimientos no quedan paralizados en cuanto a los co-

demandados Hospital U.P.R. y Centro Médico, apuntamos que el 

foro primario erró al desestimar con perjuicio la causa de acción 

contra éstos.   

En el presente caso, los padres iniciaron la reclamación de 

daños y perjuicios por sí y representación de su hijo menor de 

edad. Según determinó el foro primario, era necesario que se 

adquiriera jurisdicción sobre el Hospital U.P.R. y el Centro Médico 

trayéndolos directamente e individualmente al pleito, puesto que el 

E.L.A. no les suple capacidad jurídica. Al ello no ocurrir, el 

tribunal apelado desestimó la acción contra estas dos entidades 

con perjuicio al amparo de la Regla 10.2 de las de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2.  Sin embargo, y según discutimos, 

                                                 
7 A la fecha, sólo cuatro (4) entidades han presentado peticiones de quiebra al 

amparo del Título III de PROMESA. Estas son: el Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico; la Corporación del Fondo de Interés Apremiante (COFINA); la 
Autoridad de Carreteras y Transportación; y el Sistema de Retiro de los 

Empleados del Gobierno.  
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nuestro ordenamiento jurídico dispone que el término prescriptivo 

para que un menor presente su causa de acción personal no 

comenzará a decursar mientras no alcance la mayoría de edad. 

Esta norma excepcional obedece al interés de evitar que los 

menores tengan que responder por la negligencia con la que sus 

padres puedan tramitar y manejar su causa de acción.  

No existiendo una paralización contra el Hospital U.P.R. ni el 

Centro Médico, revocamos parcialmente el dictamen apelado con 

respecto a estos dos organismos. Disponemos que la desestimación 

a favor de éstos será sin perjuicio en lo concerniente a la causa de 

acción que en su día pueda incoar el menor. Por su parte, 

ordenamos el archivo administrativo del presente caso con 

respecto a los co-apelados E.L.A., el Departamento de Educación y 

el Departamento de Salud. Reservamos nuestra jurisdicción para 

ordenar la reapertura del mismo en caso de que un dictamen del 

Tribunal de Distrito o la ley aplicable deje sin efecto la paralización 

y, en consecuencia, se nos solicite la continuación de los 

procedimientos.   

        IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se revoca parcialmente 

la sentencia del Tribunal de Primera Instancia y se ordena el 

archivo administrativo con respecto a los co-apelados E.L.A., 

Departamento de Educación y Departamento de Salud.  

 El Juez Flores García concurre con opinión escrita. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                           Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ FLORES GARCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de julio de 2017. 

Nuevamente nos enfrentamos a una controversia en 

la que el Estado solicita la paralización automática 

de los procedimientos judiciales ante este Tribunal 

General de Justicia como resultado de la aplicación de 

las secciones 362 y 922 del Título 11 del Código de 

Quiebras Federal,1 al activarse la Sección 304 del 

Título III de la ley federal, Public Law 114-187 on 

6/30/2016 (Puerto Rico Oversight, Management, and 

Economic Stability Act or PROMESA), conocida como 

“PROMESA”.2 

El Estado Libre Asociado, (ELA), al declararse en 

bancarrota, conforme le autoriza PROMESA, ha invocado 

la protección que ordinariamente ofrece el Código de 

Quiebras Federal a una persona natural, o entidad 

jurídica, para procurar la paralización de los 

                                                 
1 11 U.S.C. Secs. 362 (a), 922 (a); 48 U.S.C. Sec. 2161 (a).  
2 Título I, Art. 101 (b) (2). 
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procesos judiciales en su contra pendientes al momento 

de presentar la solicitud de insolvencia.  

El amparo invocado es cónsono con el propósito 

que persigue una declaración de bancarrota, a saber, 

permitir al deudor, aunar sus recursos, reconocer y 

reconciliar sus deudas y reorganizar sus finanzas, 

para establecer un plan de pago conjunto de 

conformidad a sus activos y pasivos. Lo anterior en 

una persona natural, o un ente jurídico, no tendría 

mayores consecuencias, que la falta de pago al 

acreedor. Sin embargo, en el novel caso de un estado o 

territorio gubernamental insolvente, la prohibición de 

que los ciudadanos puedan mantener un reclamo en 

contra de ese Estado en el ejercicio de su poder de 

estado, no puede aplicarse de manera “automática” 

descansando en una legislación federal que no fue 

diseñada para ese contexto. En otras palabras, la 

suspensión de las reclamaciones que tenga la 

ciudadanía en contra del Estado no puede tener el 

alcance de una suspensión automática de sus derechos 

constitucionales, o del estado democrático que 

garantiza la Constitución federal.  

El ELA, al amparo de PROMESA, ha solicitado la 

paralización de las reclamaciones de los ciudadanos y 

entidades jurídicas en su contra en una diversidad de 

reclamaciones, sin ninguna otra distinción que no sea, 

el ELA como parte demandada. Lo anterior, ha provocado 

la solicitud de paralización en casos de daños y 

perjuicios, transacciones de personal del Estado, 

impugnación de confiscaciones, cobro de dinero, 

recursos extraordinarios, expropiaciones, contratos, 

reclamaciones de confinados e indigentes e inclusive 
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en casos donde se alega una violación a un derecho 

constitucional cobijado por la Constitución local y 

federal, independientemente que involucre o no un 

desembolso económico por parte del ELA. 

La solicitud de la paralización de los casos de 

personas naturales y jurídicas en contra de un estado 

o territorio insolvente es una controversia novel, que 

no puede ser despachada mediante la aplicación 

automática de una legislación federal (Código de 

Quiebras) que no fue diseñada para atender este tipo 

de casos. El Código de Quiebras fue creado para 

atender controversias entre personas naturales, 

jurídicas y en ciertos casos, para entidades 

municipales, sin embargo, no contempla la 

interferencia de la legislación federal con los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, o con la 

organización del Estado a través de un sistema 

republicano de gobierno.  

La premisa anterior levanta serias interrogantes 

que exigen ser atendidas en ánimo de conciliar la 

aplicación de tres legislaciones federales que se 

enfrentan a otras garantías y disposiciones contenidas 

en la Constitución federal. En este caso, las 

legislaciones federales que dieron vida a la 

Constitución del ELA, a PROMESA, y al Código de 

Quiebras, requieren ser contextualizadas dentro de los 

derechos constitucionales que garantiza la 

Constitución federal a los ciudadanos americanos de 

Puerto Rico y de los poderes plenarios del Congreso 

sobre sus territorios.  
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¿Supera PROMESA el escrutinio de la Constitución 

Federal?3 ¿Quedan suspendidos los derechos 

constitucionales que se establecen en la Constitución 

del ELA creados por virtud de una legislación federal 

por una legislación federal posterior, PROMESA?4 

¿Encuentran su límite PROMESA y los actos derivados 

por la Junta y los tribunales estatales y federales en 

los derechos constitucionales reconocidos en la 

Constitución Federal o en alguna otra legislación 

federal?5 ¿Superan los poderes conferidos al Congreso 

en la Constitución federal6 para la administración de  

sus territorios, los derechos que la propia 

Constitución Federal extiende a los ciudadanos 

americanos de Puerto Rico? ¿Es distinguible PROMESA de 

la legislación adoptada por el Congreso para atender 

la insolvencia del Distrito de Columbia, y su 

casuística federal interpretativa?7 ¿Aplica de forma 

                                                 
3 El historial legislativo de PROMESA refleja las preocupaciones 

de los propios Congresistas sobre la constitucionalidad de la 

legislación. Véase, Congressional Record – Senate, June 29, 2016, 

House of Representative, June 9, 2016. Véase además, Statement of 

Andrew Kent, Law Professor, Fordham Univ. School of Law, 

Discussion Draft, HR 5278 Puerto Rico Oversight, Management, and 

Economic Stability Act (PROMESA): Hearing before H. Comm. Natural 

Resources, 114 Cong. 30 (April 13, 2016). 
4 La Sección 4 de PROMESA dispone que, “The provisions of this Act 

shall prevail over any general or specific provisions of 

territory law, State law, or regulation that is inconsistent with 

this Act.” 48 USC 2103. PROMESA prohíbe al Gobernador y a la 

Asamblea Legislativa ejercer control, supervisar o fiscalizar las 

actividades de la Junta. Como tampoco podrán implantar 

legislación que sea contraria a las disposiciones de PROMESA, 

conforme lo determine la Junta de Control Fiscal. Art. 108 (a) 

(1)(2). Por otro lado, la Sección 305 impide a los tribunales 

federales, salvo que la Junta y el Plan Fiscal dispongan lo 

contrario, intervenir con los poderes gubernamentales o políticos 

del territorio deudor, las propiedades o los ingresos del 

territorio deudor o con el uso y disfrute de los ingresos que 

generen las propiedades del deudor. 
5 Véase, United States Trust Co of New York v. New Jersey, 431 

U.S. 1, 97 S. Ct. 1505, 52 L. Ed. 2d 92 (1977). 
6 La Sección 3 del Art. IV de la Constitución federal dispone: “El 

Congreso tendrá facultad para disponer y formular todos los 

reglamentos y reglas necesarios con respecto al Territorio y 

otros bienes que pertenezcan a los Estados Unidos, y ninguna 

parte de esta Constitución será interpretada de manera que cause 

perjuicio a los derechos reclamados por los Estados Unidos o por 

cualquier Estado individual”. 
7 En el año 1995 el Congreso aprobó la legislación, Law No: 104-8, 

conocida como, “District of Columbia Financial Responsibility and 

Management Assistance Authority” para, entre otras cosas, imponer 
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automática el lenguaje del Código de Quiebras a la 

insolvencia del ELA bajo PROMESA? ¿Resulta práctico y 

manejable para la sala federal a cargo del caso, la 

paralización automática y archivo de todos los casos 

donde el ELA sea parte demandada, involucre o no el 

desembolso de fondos públicos? 

Estas controversias jurídicas básicas tan solo 

representan algunos de los cuestionamientos que exigen 

ser allanados en este marco jurídico y político novel 

que tiene efectos insospechados sobre la organización 

política del territorio, los derechos y la vida de 

millones de ciudadanos americanos residentes en Puerto 

Rico. Mientras tanto, diariamente, la ciudadanía y los 

tribunales nos enfrentamos a controversias noveles 

producto de los casos que surgen bajo PROMESA, y de 

los efectos de las determinaciones del nuevo poder 

político que representa la Junta de Control Financiera 

y Administrativa, compuesta por funcionarios no 

electos, establecida por el Congreso para implantar un 

nuevo ordenamiento jurídico que rige la vida de los 

puertorriqueños.8 

Nos corresponde a los tribunales, primariamente a 

aquellos que ostentan jurisdicción sobre PROMESA, 

conciliar la diversidad de fuentes jurídicas y 

                                                                                                                                     
una Junta de Control Fiscal sobre el Distrito de Columbia. Véase 

además, American Federation of Government Employee v. District of 

Columbia Financial Responsibility and Management Assistance 

Authority, 113 F.Supp.2ed.75 (2001); Thomas v. Networks 

Solutions, 176 F.3d. 500, (1999); WASHINGTON TEACHERS’ UNION 

LOCAL # 6, AMERICAN FEDERATION OF TEACHERS, AFL–CIO, et al., vs. 

The BOARD OF EDUCATION OF THE DISTRICT OF COLUMBIA, et al., 109 

F.3d 774 (1997). 

 

 
8 El Art. 101 de PROMESA establece que la propia Junta decidirá el 

término de su existencia sujeto a las condiciones que establece 

el Art. 209 de PROMESA. PROMESA otorgó a la Junta amplios poderes 

para el establecimiento y ejecución de su política pública sobre 

el territorio, incluyendo sobre la aprobación del presupuesto y 

la legislación que incida sobre el Plan Fiscal establecido por la 

Junta. Art. 104 PROMESA. 



 
 

 
KLAN201700688 

 

6 

establecer las nuevas pautas que regirán la vida de 

los puertorriqueños frente al Estado, sus derechos y 

la nueva organización política del gobierno local. En 

este proceso, los derechos constitucionales, como 

tampoco la organización democrática de nuestro sistema 

republicano de gobierno garantizado por la 

Constitución federal, pueden reducirse a una 

negociación entre acreedores y deudores bajo un Código 

de Quiebras que no fue redactado, ni pensado para 

atender la insolvencia, ni la organización política de 

un estado o territorio.  

La insolvencia del Estado Libre Asociado es 

indisputable. En la Constitución de Puerto Rico se 

hilvanaron diversas disposiciones constitucionales que 

procuraban “mantener la estabilidad económica del 

gobierno”,9 mediante la aprobación de presupuestos 

balanceados y la emisión de deuda garantizada por los 

recursos del Estado.10 Sin embargo, el propio Estado 

incumplió con este mandato constitucional.11 La 

violación al esquema establecido en la Constitución de 

Puerto Rico ha provocado la falta de recursos 

económicos para operar el Estado, y ofrecer servicios 

a la ciudadanía, presupuestos deficitarios y un 

servicio a la deuda que no se puede cumplir por la 

falta de recursos y acceso a los mercados. Hoy, el 

                                                 
9 4 Diario de Sesiones de la Convención Constituyente de Puerto 

Rico, 2587 (1961) 
10 Art. III, Secs. 17 y 20, Const. E.L.A., LPRA Tomo 1; Art. VI, 

Secs. 2, 3, 6, 7 y 8, Const. E.L.A., LPRA Tomo 1. Véase además, 

J. J. Álvarez González, Derecho constitucional de Puerto Rico y 

relaciones constitucionales con los Estados Unidos, Bogotá, Ed. 

Temis, 2009, págs. 246-247. 
11 En Hernández Torres v. Gobernador 129 DPR 824 (1992), se 

planteó el incumplimiento del Estado con estas disposiciones 

constitucionales, sin embargo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

estimó que no podía entender en la controversia amparándose en 

las doctrinas de autolimitación judicial.  
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ELA, con sus frágiles poderes políticos,12 carente de 

recursos económicos, políticas fiscales y monetarias,13 

es un reflejo de cualquier otro ciudadano que busca 

protección bajo la Ley de Quiebras federal; no cuenta 

con dinero en efectivo, no tiene dinero en su 

chequera, no paga sus préstamos y nadie le presta por 

su historial de crédito.  

PROMESA representa el mecanismo federal creado 

por el Congreso, a petición del propio ELA, para 

reorganizar las finanzas, asegurar el pago a los 

acreedores y restaurar el crédito territorial. En este 

delicado proceso político, financiero y jurídico, nos 

corresponde como árbitros, entre la ciudadanía y el 

Estado, servir de garantes de los derechos 

constitucionales de los ciudadanos y velar por el 

funcionamiento y respeto de las instituciones 

democráticas del Estado, dentro de nuestra condición 

política. Sin embargo, no podemos avanzar los 

propósitos de PROMESA, ni nuestro deber 

constitucional, aplicando automáticamente las 

disposiciones del Código Federal de Quiebras creadas 

                                                 
12 Véase, Commonwealth v. Sánchez Valle, 136 S. Ct. 1863 (2016); 

PR v. Franklin California Tax-Free Trust, 136 S.Ct. 1938 (2016); 

Torres v. Commonwealth of Puerto Rico, 442 US 465, 470 (1979); 

Cincinnati Soap Co. v. United States, 301 US 308, 317 (1937); 

Grafton v. U.S., 206 U.S. 333, 335 (1907); Railway Labor 

Executives’Ass’n v Gibbons, 455 U.S. 4457, 465-69 (1982); Sere v 

Pilot, 10 US 322, 336-37 (1810).  
13 El Estado Libre Asociado de Puerto Rico, como territorio de 

Estados Unidos bajo los poderes plenarios del Congreso para 

administrar sus territorios carece de las herramientas de 

política fiscal y monetaria q tienen disponibles los estados de 

Estados Unidos o la mayoría de los países independientes, a 

saber, no puede producir dinero, no controla las tasas de 

interés, no cuenta con ingresos para estimular la economía a 

través del gasto público, no puede tomar prestado por falta de 

crédito, no puede acudir a organismos internaciones, no controla 

la marina mercante y no tiene representación en el Congreso, ni 

votar por el Presidente de E.U. para alcanzar el poder político 

necesario para exigir la igualdad en la paridad de fondos 

federales como el resto de los ciudadanos americanos. Las únicas 

herramientas de desarrollo económico que cuenta el ELA son el 

control sobre las tasas contributivas a sus ciudadanos y los 

fondos federales que recibe como territorio americano.  
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para una realidad distinta a la controversia ante 

nuestra consideración.  

Lo anterior me obliga a concurrir respetuosamente 

de la determinación de la mayoría.   

 

 

Gerardo A. Flores García 

Juez de Apelaciones 

 

 
 


